19 de octubre de 2005

Caso P-4617-02 – Mercedes Julia Huenteao y Otras v. Chile
Incumplimiento de Acuerdo de Solución Amistosa
INTRODUCCIÓN

1.
El 10 de diciembre de 2002, las peticionarias, señoras Mercedes Julia Huenteao Beroíza, Rosario Huenteao Beroíza, Nicolaza Quintremán Calpán, Berta Quintremán Calpán y Aurelia Marihuan Mora, presentaron ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) una denuncia por violación por parte del Estado de Chile (en adelante, “el Estado” o “el Estado chileno”) de los derechos protegidos por los artículos 4, 5, 8, 12, 17, 21 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) con motivo del desarrollo del Proyecto Central Hidroeléctrica Ralco, llevado adelante por la Empresa Nacional de Electricidad S.A. (ENDESA).

2.
El 13 de octubre de 2003 se llegó entre las partes (peticionarios – Estado de Chile) a una solución amistosa, en conformidad al artículo 49 de la Convención Americana, que se tituló “Acuerdo definitivo de solución amistosa entre el Estado de Chile y las familias mapuche pehuenche peticionarias del Alto Bío Bío”( en adelante “el Acuerdo”).

3.
El presente Informe se hace cargo de todas los puntos acordados en el referido Acuerdo conforme a la información pública que ha podido recabar esta parte y también la que han proporcionado los propios organismos de gobierno.

I. EN RELACIÓN A LAS MEDIDAS DE PERFECCIONAMIENTO DE LA INSTITUCIONALIDAD JURÍDICA PROTECTORA DE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y SUS COMUNIDADES. EL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS (número 1, letra a) del Acuerdo de Solución Amistoso)
	 A dos años de celebrado el Acuerdo, el Gobierno de Chile no ha iniciado el proceso de entendimiento, diálogo y búsqueda de consenso con las organizaciones indígenas para determinar el contenido de una reforma constitucional que reconozca a los pueblos indígenas 


4. Como se señaló en el informe anterior presentado a esta Comisión por esta misma parte, en virtud del Acuerdo Definitivo de Solución Amistosa celebrado entre el Estado de Chile y las familias mapuche pehuenche peticionarias del Alto Bío Bío, el Estado chileno se obligó --como una medida “de perfeccionamiento de la institucionalidad jurídica protectora de los derechos de los Pueblos Indígenas y sus comunidades”- al “reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas existentes en Chile, quienes conservan manifestaciones étnicas y culturales propias que enriquecen la identidad nacional, con el fin de elevar a rango constitucional principios que en el ámbito nacional e internacional Chile adhiere”. 
5. Para ello el Gobierno de Chile se comprometió a insistir en una reforma constitucional ante el Congreso Nacional presentando un nuevo proyecto de ley.  Pero previo a esa nueva iniciativa, el Estado se obligó a acompañar la reforma constitucional de : a) “un amplio proceso de entendimiento en torno a su contenido”, generando para ello b) “instancias de diálogo”, y convocando c) “a las organizaciones y comunidades indígenas en cuanto directos interesados y al conjunto de la sociedad chilena”. Todo ello, como señala el instrumento, “con la finalidad de alcanzar un amplio consenso sobre su contenido”.
6. Para el cumplimiento de esos objetivos, el Gobierno se comprometió a arbitrar las siguientes medidas:

“1. Iniciar un proceso de diálogo con las organizaciones y comunidades indígenas, consistentes en seminarios y/o congresos regionales, respecto del contenido del reconocimiento constitucional.

2. Realizar un proceso de diálogo con todos los partidos políticos, de gobierno y oposición así como con las bancadas parlamentarias, antes y durante la discusión legislativa del proyecto de reforma. 

3. Promover la toma de conciencia nacional sobre la importancia del reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos indígenas, a través de seminarios regionales y nacionales, así como por medio de una amplia difusión en medios de comunicación social.”

7. Asimismo, el numeral 6 del “Acuerdo de Solución Amistosa”, el Estado se obligó a lo siguiente : 

Las Partes convienen que el Acuerdo es un todo único donde cada uno de sus puntos tienen un mismo valor. 

(1) Las Partes que suscriben reconocen y aceptan que los compromisos asumidos en el presente Acuerdo Definitivo de Solución Amistosa, que comprometan iniciativas legales, administrativas y/o recursos presupuestarios para su implementación, se entienden en el sentido que se realizarán en el marco del funcionamiento de la estructura estatal y de acuerdo al sistema jurídico chileno, procurando, en todo caso, el más pronto y cabal cumplimiento de las medidas acordadas.

8. No obstante, transcurridos dos años desde la suscripción del Acuerdo, ni el Ejecutivo, ni ningún órgano o poder del Estado de Chile, han desarrollado un proceso según prevé el Acuerdo. No ha existido, ni se ha iniciado, desarrollado y menos concluido, ningún proceso de consulta, “diálogo”, negociación, “entendimiento” o de búsqueda de “consenso” con organizaciones o comunidades indígenas, en los términos señalados en el Acuerdo, en orden a definir el contenido del reconocimiento constitucional.

	El Gobierno de Chile presentó una iniciativa legal de reforma constitucional para el reconocimiento de los pueblos indígenas, desatendiendo su obligación de desarrollar previamente un proceso de entendimiento, diálogo y búsqueda de consenso con las comunidades y organizaciones indígenas para definir el contenido de dicha reforma constitucional, tal como lo establece el Acuerdo. 


9. Pese a esa obligación contraída por el Estado de determinar en conjunto con las comunidades y organizaciones indígenas el contenido de la reforma constitucional, el Ejecutivo presentó un proyecto de reforma constitucional cuyo contenido fue definido por sí y ante sí. 

10. En efecto, el 30 de marzo de 2005, el Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, en “uso de sus atribuciones constitucionales” formuló una serie de indicaciones a los proyectos de reforma constitucional que se venían tramitando a esa fecha, a fin de que fueran consideradas durante la discusión de los mismos en el seno de la Cámara de Diputados, entre las cuales propuso la siguiente reforma constitucional en la parte que interesa a este Informe: 

(REFORMA) Al ARTÍCULO 1º

1) Intercálanse en el artículo 1º, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:  

“La Nación chilena es una e indivisible.”.

2)
Reemplázase el inciso final del artículo 1°, por el siguiente:

“Es deber del Estado resguardar la seguridad de la nación, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.  Especialmente, la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional.”.

11. De esta manera, al presentar una propuesta de reforma constitucional sin un proceso de participación y consulta previa, el Gobierno de Chile faltó a la obligación convenida en el Acuerdo firmado ante la CIDH contenida en su título III.- “Acuerdo de Solución Amistosa”, numeral 1, letra a), ya indicada, en cuanto al dialogo, entendimiento y consenso previo que debe buscar con las comunidades y organizaciones indígenas para definir los términos de la reforma constitucional.

12. Por lo demás, la indicación propuesta por el Gobierno, adolecía de gravísimos insuficiencias y defectos, por lo que su contenido provocó el rechazo casi unánime de las organizaciones indígenas 
. 

13. Como se señaló en el Informe presentado por esta parte en el mes de octubre del año pasado, y en relación a la ausencia de consulta a las organizaciones y comunidades indígenas para determinar el contenido de la reforma constitucional, resulta útil señalar que el Presidente de la República indicó que sus anuncios son fruto de las Propuestas contenidas en la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato. 
14. Esta Comisión fue creada por el mismo Ejecutivo por Decreto Supremo Nº 19, del 18 de enero del año 2001 y fue encabezada por el ex Presidente, don Patricio Aylwin Azócar (1990-1994). A ella le fue encomendada la preparación de un informe con el objetivo de que (según lo indica el propio Informe final de dicha Comisión presentado el 28 de octubre de 2003) : 

“informara acerca de la historia de la relación que ha existido entre los Pueblos Indígenas y el Estado, y

sugiriera propuestas y recomendaciones para una nueva política de Estado que permita avanzar hacia un Nuevo Trato entre el Estado, los pueblos Indígenas y la sociedad chilena toda.”
15.
El mismo Decreto establecía que dichas recomendaciones para un Nuevo Trato debían estar referidas a mecanismos institucionales, jurídicos y políticos para una plena participación, reconocimiento y goce de los derechos de los pueblos indígenas en un sistema democrático, sobre las bases de un consenso social y de reconstrucción de la confianza histórica.

16.
Dicha Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, para cumplir con su mandato, examinó diversos asuntos, organizando para ello distintos Grupos de Trabajo Temáticos. Estos Grupos, según el Informe presentado por esa Comisión, fueron “integrados por expertos indígenas y no indígenas” y recibieron de parte de la Comisión “el mandato específico de reunir, sistematizar, someter a examen y reportarle a través de un informe, antecedentes y sugerencias relativas a los ámbitos temáticos que se describen a continuación”. 

17. Sin embargo, el Grupo de Trabajo Legislación e Institucionalidad, que tuvo a su cargo “analizar la actual situación institucional y legal de los pueblos indígenas del país; examinar el sentido o significado público que esa situación posee; identificar y analizar las expectativas que, respecto de esa situación, han forjado los pueblos indígenas; y sugerir reformas institucionales que, respetando el sentido de comunidad histórica que el país posee, favorezcan un nuevo trato público e institucional de los pueblos indígenas”, no estuvo integrado por ningún representante de comunidades y organizaciones indígenas y, sin perjuicio de la ilustración y honorabilidad de cada uno de ellos, la labor de ese grupo de trabajo no se corresponde con un proceso de dialogo, entendimiento y consenso con las comunidades y organizaciones indígenas, como está obligado por el Acuerdo suscrito ante la CIDH. 
18. Además, aun cuando la iniciativa presidencial invoca como antecedente lo propuesto por la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, ella en realidad corresponde a una decisión adoptada por el Ejecutivo por sí y ante sí. No se asemejan en nada a las “Propuestas y recomendaciones para un nuevo trato entre el Estado, los pueblos indígenas y la sociedad chilena”, sugeridas por la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato. La Propuesta y Recomendación N° 2 sobre el “Reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas”, y la Propuesta y Recomendación N° 3 “Derechos colectivos de los pueblos indígenas que la Comisión recomienda consagrar constitucionalmente”, planteaban un reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas a un nivel acorde al estándar internacional de los derechos indígenas y, junto a ello, proponían y recomendaban la consagración constitucional de sus derechos colectivos a nivel constitucional (como son el derecho a participación, derechos territoriales y derechos culturales).

19. Por último, cabe señalar que la indicación presidencial de reforma constitucional, infringió, también, la propia ley chilena. La Ley 19.253, en su artículo 34, prescribe que “Los servicios de la administración del Estado y las organizaciones de carácter territorial, cuando traten materias que tengan injerencia o relación con cuestiones indígenas, deberán escuchar y considerar la opinión de las organizaciones indígenas que reconoce esta ley”. De lo que se concluye, por tanto, es que el Ejecutivo antes de decidir proponer una reforma constitucional, y más aún de definir su contenido, debe escuchar y considerar la opinión de las organizaciones indígenas. 
20. En ese mismo sentido es necesario reiterar la contradicción en que incurre el propio gobierno chileno, en que por un lado anuncia que mientras tanto se logra la ratificación en Chile del Convenio 169 de la OIT (que aún está pendiente en el Congreso), se aplicarán “exhaustivamente” los “principios del mismo Convenio que ya están incorporados en la Ley Indígena vigente”, mencionando precisamente los consagrados en el artículo 34 de la Ley Indígena en cuanto al deber de consulta, pero, por otro lado, plantea una reforma constitucional sin hacer ningún tipo de consulta a las comunidades y organizaciones sobre ella.
	El Gobierno de Chile, una vez presentada la indicación de reforma constitucional referida a los pueblos indígenas, llevó adelante un proceso de difusión de su contenido ante organizaciones indígenas, las que unánimemente rechazaron su contenido 


21. El Gobierno, sólo después de haber presentado su indicación de reforma constitucional inició un proceso de divulgación de su contenido a través de un conjunto de reuniones con organizaciones indígenas y otros sectores de la ciudadanía realizadas a los largo del país. En la oportunidad, sin embargo, el gobierno señaló que se trataba de reuniones de información de la propuesta a los pueblos indígenas, dejando en claro que no se trababa de reuniones de consulta. 
	El Gobierno de Chile está obligado a llevar adelante un proceso de entendimiento con los pueblos indígenas a fin de alcanzar a un consenso sobre el contenido del reconocimiento constitucional, disponiendo de buena fe de todos los medios necesarios para posibilitar una dialogo entre las partes con igualdad de condiciones 


22. Por todo lo anterior, es que esta parte subraya que el Gobierno de Chile no ha cumplido con su obligación de llevar adelante un proceso participativo que incorpore a todas las organizaciones representativas de los pueblos originarios en Chile a fin de alcanzar un acuerdo sobre el contenido del reconocimiento constitucional, y reclama al efecto la implementación un procedimiento que dé suficientes garantías a los pueblos indígenas de que efectivamente va ser considerado su parecer en estas materias en un contexto de plena igualdad, para lo cual el Estado debiera disponer de los medios necesarios para que las propias organizaciones y dirigentes indígenas puedan concurrir a las negociaciones o diálogos que se establezcan al efecto, teniendo la oportunidad previa de convenir entre ellos los términos y aspectos que se van a ser tratados y las personas que los van a representar, por medio de las reuniones o asambleas indígenas que se requieran al efecto.

II. EN RELACIÓN A LA RATIFICACIÓN DEL CONVENIO Nº 169 DE LA OIT (número 1, letra b) del Acuerdo de Solución Amistoso)

23. El Acuerdo obliga al Estado de Chile a impulsar la ratificación del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.  El texto del Acuerdo señala que el Gobierno de Chile se obliga a impulsar “igualmente un amplio proceso de diálogo en torno a los contenidos del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), generando instancias de entendimiento, con la finalidad de alcanzar los consensos legislativos que permitan su aprobación.”

24. Y para cumplir esa obligación, el Gobierno debe realizar, en conformidad al Acuerdo suscrito, “las siguientes actividades de difusión y promoción de los principios y contenidos del Convenio:
 (1) Diálogo con los partidos políticos y bancadas parlamentarias que permita construir un consenso y lograr la ratificación por el Senado del Convenio.

(2) Instar y fomentar un diálogo con autoridades de la OIT, vía seminario u otra, que permita precisar los contenidos y alcances de este instrumento internacional.

 (3) Seminarios, nacionales y regionales, con participación de sectores interesados de la comunidad nacional e indígena, organizados en conjunto con establecimiento universitarios, que aborden los contenidos del Convenio Nº 169 de la OIT así como su aplicación en países que han ratificado el mismo.”

25. En relación a los dos primeros números, el gobierno de palabra ha informado a esta parte que dichas actividades se han realizado, pero no contamos con constancia pública y fehaciente al respecto. 

26. Respecto del punto tres, este compromiso no ha sido cumplido por parte del Gobierno de Chile, el cual no ha realizado seminarios nacionales y regionales, con la participación de la comunidad nacional e indígena, que aborden los contenidos del Convenio 169 de la OIT.

27. Por otra parte, el Presidente de la República en su “Política de Nuevo Trato con los Pueblos Indígenas”, bajo el título “Ratificación del Convenio 169 de la OIT” anunció:

“También pondremos urgencia a otro importante proyecto, la ratificación del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre los pueblos indígenas.

Este proyecto, al igual que el de reconocimiento constitucional, debería ser votado durante el presente año por el Congreso Nacional, de manera que el Estado de Chile ratifique la voluntad de sustentar una política de diálogo y participación con las comunidades indígenas acerca del desarrollo del país.

Es un tema que también se ha debatido ampliamente, en que se han despejado dudas y, sin embargo, no se ha podido avanzar con la celeridad que queremos.

Mientras se llega a un consenso suficiente en esta materia, deseamos avanzar en aquello que según nuestra institucionalidad es posible, en el sentido de los principios del mismo Convenio que ya están incorporados en la Ley Indígena vigente y que se aplicarán exhaustivamente.

Por ello, se asegurará en todas las agencias y servicios públicos:

· Incluir en sus procedimientos la consulta e información en los procesos de inversión que involucren, directa o indirectamente, a comunidades originarias.

En especial, asegurar la participación de las comunidades concernidas en el plan de desarrollo y el uso y gestión de las áreas silvestres de responsabilidad el Estado.

· Adecuar los programas gubernamentales a la realidad indígena, para lo cual los ministerios deben dedicar esfuerzos  presupuestarios y de gestión adicionales.

· Difundir en la opinión pública y la sociedad civil el citado convenio.”

28 En relación a lo primero anunciado por el Ejecutivo, es decir, la urgencia al proyecto de ratificación del Convenio 169 de la OIT, hemos tenido conocimiento por reuniones sostenidas con funcionarios de gobierno, que el Gobierno ha decidido postergar el proyecto de ratificación en espera de una renovación de la Cámara Alta, luego de las elecciones parlamentarias de diciembre de este año, dado que la actual conformación de dicha Cámara no es favorable a la aprobación del Convenio.

29 En relación al segundo aspecto, referente a la aplicación de los principios consagrados en el Convenio 169 y que se encuentran recogidos en la Ley 19.253, especialmente los referidos al deber de consulta y participación de los pueblos indígenas
, esta parte considera que el Gobierno no ha dado cumplimiento efectivo a esta directriz, teniendo en cuenta su proceder en una materia de tanta incidencia para los indígenas como es la consagración de sus derechos en la Constitución, para lo cual no hubo ningún esfuerzo de consulta o participación, como ya se ha explicado en el título I. 

III. EN RELACIÓN A LAS MEDIDAS TENDIENTES A FORTALECER LA IDENTIDAD TERRITORIAL Y CULTURAL PEHUENCHE Y MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN EN SU PROPIO DESARROLLO (número 2 del Acuerdo de Solución Amistosa)

30. El Gobierno de Chile, se comprometió, en la cláusula 2ª del Acuerdo definitivo, a disponer de “Medidas tendientes a fortalecer la identidad territorial y cultural mapuche pehuenche y mecanismos de participación en su propio desarrollo”. 

31. Como se señaló en el Informe anterior, en relación a la creación de la comuna del Alto Bío Bío [número 2, letra a)], este punto del Acuerdo fue cumplido plenamente por parte del Estado chileno, publicándose la ley que creó la comuna respectiva el 21 de julio de 2004 (Ley Nº 19.959).

32. Sin embargo, tocante a la obligación contraída por el Gobierno de Chile (“con el propósito de dar a conocer el sistema de administración comunal”) de llevar a cabo “un seminario informativo sobre la administración comunal y todos los antecedentes relacionados con la eventual creación y funcionamiento de una comuna, dirigido a la totalidad de las comunidades indígenas del Alto Bío Bío, actividad que estará a cargo de instituciones estatales que corresponda”, en el “plazo de 60 días a contar de la suscripción del presente Acuerdo de Solución Amistosa,”, nada de eso se ha materializado hasta el momento. 

33. La única iniciativa que se ha llevado adelante en este sentido fue una audiencia convocada por la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, en donde concurrieron representantes de organizaciones indígenas y no indígenas del Alto Bío Bío, que tuvo lugar el día 13 de abril de 2004, y donde se escuchó su opinión respecto de la creación de la comuna. 

34. Concerniente a la obligación de “acordar mecanismos que permitan solucionar los problemas de tierras que afectan a las comunidades Indígenas del sector del Alto Bío Bío” [número 2, letra b)], el Estado de Chile efectivamente ha realizado una serie de adquisiciones de tierras a favor de comunidades del sector (Pitril, Nehuen Mapu, El Avellano y Los Guindos) pero todas corresponden a fechas anteriores a la firma del Acuerdo. En relación a otras demandas de tierras por parte de las comunidades del Alto Bío Bío, las de las comunidades de Butalelbum, Kiñe Leche Coyan, Caiñicú y Callaqui, existen resoluciones administrativas que autorizan las compras de tierras a favor de esas comunidades, y se encuentran priorizadas de acuerdo decisión del Consejo de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, pero no existen antecedentes de que efectivamente se hayan concretado las adquisiciones.

35. Respecto de la obligación establecida en el punto 2, letra b) del Acuerdo, que señala “Acordar los mecanismos que permitan solucionar los problemas de tierras que afectan a las comunidades Indígenas del sector del Alto Bío Bío”, comprometiéndose a : 

A.- La contratación de un equipo de abogados con el objeto de impulsar las acciones que correspondan a objeto de solucionar los conflictos jurídicos existentes en las tierras pehuenches.  Sin embargo, no se ha concretado aún la contratación de los abogados ni se ha iniciado el proceso de licitación. 

B.- En relación a la obligación de mantener los procedimientos de recuperación de tierras de acuerdo a los mecanismos que establece la ley, como se ha señalado anteriormente, no existen antecedentes de que efectivamente se hayan concretado las adquisiciones.

36. Acerca de la obligación de “fortalecer la participación indígena en el Área de Desarrollo Indígena (ADI) del Alto Bío Bío” [número 2 letra c)], el Gobierno se comprometió a la creación de un Directorio para el Área de Desarrollo Indígena con amplia participación de las comunidades del sector con el fin de constituirse en un interlocutor permanente con el Gobierno respecto de las políticas a definir y ejecutar en el lugar. Dicha obligación no se ha cumplido al no haberse constituido hasta ahora el referido Directorio. De acuerdo a los dichos de funcionarios del Gobierno, el mismo Municipio de Alto BíoBío satisfacería de algún modo este requerimiento.  Esta parte  no concuerda con esta afirmación, toda vez que el Área de Desarrollo Indígena corresponden a espacios territoriales en que los organismos de la administración del Estado focalizan su acción en beneficio del desarrollo en beneficio armónico de los indígenas y sus comunidades (artículo 26 de la Ley 19.253), siendo de competencia de todos las instituciones y organismos públicos desarrollar este mandato y no en exclusiva a la Municipalidad respectiva. Ello hace por ende necesario crear el referido Directorio a fin de poder coordinar a las comunidades con todos los entes públicos que tengan competencia respecto del Área en cuestión.
37. En cuanto a la obligación relacionada con una Institucionalidad Indígena Participativa y programas de Capacitación de Comunidades y Dirigentes Indígenas [punto 2, letra c), numerales 4 y 5], el Gobierno ha informado que se ha hecho un esfuerzo a través del Programa Orígenes, financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo, y que ello se ha expresado en la definición de “planes territoriales de desarrollo” respecto del conjunto de las comunidades.  De acuerdo a información disponible del Programa Orígenes (Informe de Actividades Primer Semestre de 2005) a la fecha se habrían impulsado tres planes de desarrollo territorial en el área, correspondiendo a los sectores:  Cajón del Queuco, Cajon del Bío Bío y Butaleubun.  Tales iniciativas, según “Orígenes”, se habrían desarrollado el 2003, esto es, con anterioridad a la aprobación del Acuerdo por la Comisión, por lo que no pueden ser tomados en consideración para los efectos de su cumplimiento.  También ha mencionado un estudio para elaborar un modelo de gestión para Área de Desarrollo Indígena. Sin embargo no se conocen detalles sobre esas actividades, ni el grado de participación y consulta que han tenido las comunidades en todo ello.

38. Respecto de la obligación de “Acordar mecanismos que aseguren la participación de las comunidades Indígenas en la administración de la Reserva Forestal Ralco” [numero 2, letra d] el Gobierno ha informado que se suscribió el Convenio comprometido. Sin embargo, no se tiene constancia de ello.  Consultados los dirigentes Pehuenches al respecto, manifiestan no conocer de la existencia de dicho convenio.
IV. EN RELACIÓN A LAS MEDIDAS TENDIENTES AL DESARROLLO Y PRESERVACIÓN AMBIENTAL DEL SECTOR DEL ALTO BÍO BÍO (número 3 del Acuerdo de Solución Amistoso)
39. Referente a los mecanismos que aseguren a las comunidades indígenas información y participación en el seguimiento de las obligaciones ambientales de la Central Ralco [letra (a) del punto 3], esta obligación no ha sido satisfecha por parte del Gobierno.  Específicamente la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) no ha mostrado hasta ahora la voluntad necesaria para su cumplimiento. 

40. Por otra parte, tal como se indicó en el Informe presentado por esta parte en Octubre del año pasado, no obstante las obligaciones contraídas por el Gobierno de Chile, que le imponen el deber de velar y asegurar una adecuada información, consulta y participación de las comunidades en las cuestiones que atañen a su territorio, incluyendo el cuidado de su medio ambiente y de sus espacios de significación cultural, la empresa Endesa, el día 21 abril del presente año, unilateralmente cerró en forma definitiva el ducto inferior de la Represa Ralco, inundando un cementerio indígena perteneciente a la comunidad de Quepuca Ralco.  Ello ante la completa pasividad del Gobierno, el que teniendo los mecanismos jurídicos y el deber de evitar que ello ocurriese, no tomó ninguna providencia  para prevenir el hecho.  Más aun, el Gobierno tampoco ha adoptado medidas para sancionar estos graves hechos. 
41. La amenaza que se cernía sobre el cementerio era conocida de antemano.  Miembros de la comunidad habían mantenido reuniones con personeros de organismos públicos, entre ellos CONADI y CONAMA, y de la empresa, a objeto de discutir y encontrar una pronta respuesta a la situación que la inundación del embalse planteaba.  En estos encuentros las opciones propuestas incluían la excavación del sitio para ubicar los restos humanos y su re-entierro en otro lugar, o el cubrimiento del área del cementerio con una loza para impedir el daño de los restos por las aguas. Ello sin perjuicio de las compensaciones a que diera lugar la situación.
42. Sin embargo, pocos días después de la ultima reunión sostenida y sin mediar aviso, la empresa cerró intempestivamente las compuertas del la central. Con fecha 21 de abril de 2004 ENDESA informó a través de un comunicado de prensa que, como resultado de las precipitaciones ocurridas en los últimos días, y frente al “llenado espontáneo” del embalse Ralco que habría alcanzado una altura de 40 metros, “la compañía decidió cerrar en forma definitiva el ducto inferior de la presa de manera de evitar potenciales riesgos en las instalaciones.”   El cierre de los ductos y la consecuente inundación del cementerio se produjo, además, sin previo aviso de la población local, y en circunstancia que el llenado del muro estaba previsto para el mes de mayo.
43. Producto de esta acción quedó debajo de las aguas el cementerio de la comunidad de Quepuca, que había sido utilizado hasta mediados de la década de 1950.  Incluso hoy día es posible identificar el nombre de mas de medio centenar de las personas cuyos restos descansan en dicho lugar.  Al respecto cabe señalar que las peticiones de compensación moral y material formuladas por parte de las familias directamente afectadas por la inundación de este cementerio siguen aun sin ser respondidas por las autoridades y la empresa.
44. En lo tocante al número 3, letra b) del Acuerdo de Solución Amistosa, esto es, “fortalecer el desarrollo económico del sector del Alto Bío Bío y, en particular, de sus comunidades indígenas, mediante mecanismos que sean aceptables para las denunciantes”, el Gobierno ha informado que dicha tarea ha sido asumida como parte del Programa Orígenes.  Sin embargo, no consta el grado de pertinencia, consulta y participación de las comunidades en ello.
45. Con respecto a lo indicado en la letra c) de este número 3, relativo al aprovechamiento turístico de los embalses del Alto Bío Bío, aparte de algunos estudios que se han hecho del Fundo Porvenir para estos efectos, no ha existido por parte del Gobierno ninguna iniciativa específica encaminada a satisfacer este punto. No se ha elaborado hasta ahora ningún plan territorial turístico por parte del Ministerio de Vivienda, ni se ha efectuado ningún tipo de consulta a las comunidades del lugar.
46. Sobre la obligación de “acordar mecanismos vinculantes para todos los órganos del Estado que aseguren la no instalación de futuros megaproyectos, particularmente hidroeléctricos, en tierras indígenas del Alto Bío Bío” [número 3, letra d)], no ha existido ninguna concreción de este compromiso.  Más aun, ha trascendido extra-oficialmente que existe una disposición contraria en el Gobierno a disponer de las medidas administrativas necesarias para asegurar la no instalación de futuros megaproyectos en las tierras indígenas del Alto Bío Bío. En este sentido, el incumplimiento por parte del Gobierno es total.

Es más, es de conocimiento público que la empresa ENDESA está actualmente ejecutando un nuevo proyecto hidroeléctrico a los pies de la Central Hidroeléctrica Ralco, que de acuerdo a información entregada por la prensa aprovechará el potencial hidroeléctrico de las aguas que serán devueltas al río BíoBío como caudal ecológico.  En relación a esto el Gobierno de Chile no ha entregado ninguna información a las denunciantes.
V. EN RELACIÓN A LAS CAUSAS JUDICIALES QUE HAN AFECTADO A DIRIGENTES INDÍGENAS POR ACCIONES RELACIONADAS CON LA CONSTRUCCIÓN DE LA CENTRAL RALCO Y OTROS COMPROMISOS ASUMIDOS POR EL ESTADO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA (número 4 del Acuerdo de Solución Amistosa)
47. El Gobierno de Chile se comprometió, “dentro de un plazo breve y urgente” a disponer de “medidas respecto de las causas judiciales que afectan a dirigentes indígenas que han sido procesados por acciones relacionadas con la construcción de la Central Hidroeléctrica Ralco”, específicamente en relación al dirigente Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, procesado, a la fecha, por supuesto delito terrorista. Las medidas comprometidas fueron : 1) procurar el estricto respeto de las normas sobre el justo proceso, 2) estudiar la aplicación de alguno de los beneficios garantizados a todas las personas que se encuentran privadas de libertad por resolución judicial, como asimismo, estudiar la adopción de las medidas que corresponda aplicar en su caso, y, 3) el estudio de ayuda humanitaria a favor de la familia del señor Ancalaf Llaupe.

48. Con fecha 30 de diciembre de 2003, en causa Rol Nº 1-2002, iniciada por requerimiento de don Esteban Krausse Salazar, Gobernador de la Provincia del Bío Bío, y conocida por el Ministro de la Corte de Apelaciones de Concepción, don Diego Simpértigue Limare, se condenó a Víctor Ancalaf Llaupe a la pena única de diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, como autor de los delitos terroristas establecido en el artículo 2, numeral 4 de la Ley 18.314, en relación al artículo 1º del mismo texto legal, supuestamente cometidos los día 29 de septiembre de 2001, 3 y 17 de marzo de 2003, en el sector Alto Bío Bío de la Octava Región del país. Posteriormente, habiendo sido apelada dicha resolución, la sentencia fue modificada por la Corte de Apelaciones de Concepción, rebajándose la pena a cinco años y un día, imputándole la comisión del hecho acaecido el 17 de marzo de 2003.  La sentencia de segunda instancia fue recurrida por Víctor Ancalaf de casación y queja ante la Corte Suprema de Chile.
49. Además, Víctor Ancalaf fue condenado a las penas accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos, a la de inhabilitación absoluta para profesiones titulares, mientras dure la condena, y a pagar las costas de la causa.  Y quedó también inhabilitado, en conformidad al artículo 9º de la Constitución de la República de Chile, por el plazo de quince años para ejercer funciones o cargos públicos, sean o no de elección popular, o de rector o director de establecimientos de educación, o para ejercer en ellos funciones de enseñanza, para explotar un medio de comunicación social o ser director o administrador del mismo, o para desempeñar en él funciones relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o informaciones, y fue inhabilitado para ser dirigentes de organizaciones políticas o relacionadas con la educación o de carácter vecinal, profesional, empresarial, sindical, estudiantil o gremial en general, durante el mismo plazo de quince años. 
50. Se le imputó la comisión del tipo penal sancionado en el artículo 2 numeral 4º de la Ley 18.314, esto es: “colocar, lanzar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, que afecten o puedan afectar la integridad física de personas o causar daños”, concurriendo al hecho descrito la supuesta intención de “de crear situaciones de inseguridad, inestabilidad y temor, infundiendo miedo para la formulación, bajo presión delictual de peticiones a las autoridades imponiéndole exigencias para lograr sus fines.” (considerando tercero, noveno y décimo quinto de la sentencia).

51. La legislación antiterrorista para un hecho que ninguna relación guarda con tan grave fenómeno, como ocurre en este caso, no constituye un hecho aislado en el país, sino que, por el contrario, forma parte de una política sistemática, y que se venido agudizando en el último tiempo, de criminalización del movimiento mapuche.  Esta política de criminalización comenzó con la utilización y aplicación de la legislación penal común por parte de las autoridades y de los tribunales de justicia.  Luego, sin embargo, se ha utilizado la Ley de Seguridad del Estado y la ley que sanciona conductas terroristas (promulgada durante la dictadura militar). 

52. En este mismo sentido, el informe del Relator Especial de la ONU sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, destacó en su informe respecto de Chile, además de la marginación económica y social que vivían las comunidades indígenas del país,  la grave criminalización de que eran objeto los movimientos indígenas de protesta social, recomendando por ello, al final de su Informe, que 1) “Bajo ninguna circunstancia deberán ser criminalizadas o penalizadas las legítimas actividades de protesta o demanda social de las organizaciones y comunidades indígenas”, y, 2) “No deberán aplicarse acusaciones de delitos tomados de otros contextos (“amenaza terrorista”, “asociación delictuosa”) a hechos relacionados con la lucha social por la tierra y los legítimos reclamos indígenas.” 
 Lo mismo ha señalado en Diciembre  de 2004 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su informe de  evaluación y recomendaciones de cumplimiento del Estado de Chile respecto al Pacto Internacional DESC donde “ el Comité recomienda al Estado Parte que no aplique leyes especiales, como la Ley de seguridad del Estado (Nº 12927) y la Ley antiterrorista (Nº 18314), a actos relacionados con la lucha social por la tierra y las reclamaciones legítimas de los indígenas”.

53. Con motivo de la sentencia condenatoria de Víctor Ancalaf se presentó a la Comisión una denuncia por violación a la Convención Americana de Derechos Humanos, en los derechos a la igualdad (artículo 24º), al principio de legalidad (artículo 9º) y a las garantías judiciales (artículo 8º).  A esta denuncia se le asignó el número P 581-05, y se encuentra pendiente la contestación del Estado de Chile. 

54. Es necesario dejar constancia que la presentación hecha a la Comisión justamente denuncia la infracción al artículo 8º de la Convención Americana, a que el Estado de Chile en el Acuerdo de Solución Amistosa se había comprometido a respetar de manera estricta [número 4 (1)]. En el proceso seguido contra Víctor Ancalaf no sólo se violentaron normas del debido proceso formal; además se le aplicó una condenada por “delito terrorista” aplicándosele una legislación completamente desproporcionada al hecho imputado, lo que constituye una violación al derecho a un proceso justo en un sentido sustantivo o material.
55. Por otra parte, el Gobierno tiene la obligación de estudiar la aplicación de algún beneficio penitenciario a favor de Víctor Ancalaf y de ayuda humanitaria a favor de la su familia [número 4 del Acuerdo, Nos. 2 y 3].  En relación a la ayuda humanitaria, hasta la fecha la resolución que concede un beneficio penitenciario, la cual depende del Ministerio de Justicia, no se ha concretado. En relación a la ayuda humanitaria a la familia de Ancalaf, por intermedio del Gobierno, se ha eximido del pago de matrícula escolar a cuatro de sus cinco hijos, se le ha prestado colaboración para postular a un subsidio productivo a su señora --sin que aún se haya concretado-- y se le ha entregado una pequeña ayuda material a la familia (“canasta familiar” de alimentos).

56. En lo tocante a programas de sensibilización intercultural para funcionarios del Poder Judicial y a Convenio de Cooperación y Asistencia Técnica con organismos de la Reforma Procesal Penal [números (4) y (5) de la misma cláusula 4º del Acuerdo], se nos ha informado verbalmente por parte de funcionarios del Estado del cumplimiento de esos compromisos.  Sin embargo, no existe información pública sobre su real alcance, así como ningún detalle concreto.

VI. EN RELACIÓN A LAS MEDIDAS PARA SATISFACER LAS DEMANDAS PARTICULARES DE LAS FAMILIAS MAPUCHE PEHUENCHE AFECTADAS

57. El Gobierno de Chile se comprometió a actuar como garante y velar por el cabal cumplimiento de las obligaciones asumidas por Endesa para atender las demandas particulares de las peticionarias para atender sus demandas relacionadas con tierras, compensaciones económicas y demandas educacionales, del que dio cuenta el Memorandum de Entendimiento, suscrito en Santiago de Chile el 16 de septiembre de 2003.

58. Sin embargo, en relación a las obligaciones a que se comprometió ENDESA con las familias Pehuenches, existe una situación de grave incumplimiento respecto del predio asignado a doña Berta Quintremán Calpán.  El Memorandun de Entendimiento respectivo obligaba a la empresa ENDESA a entregar a cada peticionaria un predio de 77 hectáreas de características similares a las permutadas.  Sin embargo, en el caso del predio transferido a la señora Berta Quintremán, su superficie alcanza las 65,5 hectáreas, esto es 11,5 hectáreas menos de lo acordado.  Más grave aún resulta el hecho que en el predio no existe ninguna fuente de agua disponible, secándose completamente en verano. Esta gravísima situación ha sido confirmada por organismos de Gobierno, los cuales han señalado que la única posibilidad de poder contar con agua es mediante la instalación de pozos profundos, agregándose a ello la necesidad de contar con electricidad con potencia acorde a un motor de extracción y la construcción de un sistema de distribución de agua adecuado a un terreno con múltiples depresiones.  Es por eso que las tierras entregadas por la empresa son inutilizables e improductivas, y no satisfacen la obligación de tener características similares a los terrenos permutados. Aunque el Gobierno de Chile tiene la obligación de actuar de garante en el cumplimiento estricto de lo acordado entre las familias Pehuenches y ENDESA, hasta ahora, el predio de Berta Quintremán permanece sin agua.  Este es un punto fundamental del Acuerdo, cuyo incumplimiento agrava la responsabilidad del Estado de Chile.

59. Adicionalmente, entre el Gobierno de Chile y las familias peticionarias, se convino un conjunto de medidas o acciones tendientes a otorgar a estas últimas determinados beneficios complementarios a las compensaciones directas comprometidas por la empresa Endesa.  Estos compromisos se consignaron en un Memorandum de Entendimiento entre el Gobierno de Chile y las familias Pehuenches, suscrito el 16 de septiembre del 2003.  Esas medidas fueron las siguientes:

1) arbitrar las medidas para que el Fisco adquiera el Fundo El Porvenir, para ser transferidas a título gratuito a las familias de las propietarias pehuenche comparecientes, y estudiar las medidas necesarias para mejorar la accesibilidad al referido predio y la posibilidad de establecer una reserva forestal en el resto de los terrenos de dicho predio; 

2) a través del Instituto de Desarrollo Agropecuario y conforme al ordenamiento vigente, proporcionar asistencia técnica a los proyectos de desarrollo que se realicen en los terrenos del actual Fundo El Porvenir y que aseguren su habitabilidad y explotabilidad; 

3) a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo realizar un Programa de Viviendas por medio del cual otorgar subsidios habitacionales para la construcción de casas habitación para las peticionarias y sus familiares, y ; 

4) arbitrar las medidas necesarias para otorgar 8 pensiones de gracias y 22 becas de estudio a familiares de las peticionarias.

60.
En relación al fundo Porvenir, el predio no ha sido formalmente transferido a los beneficiarios, (aunque existe un compromiso por parte del Gobierno para hacer entrega de ellos en noviembre de este año una vez finalizado su habilitación). Respecto de los subsidios habitacionales es de conocimiento de esta parte que se están tramitando ante los organismos gubernamentales correspondientes, pero aún no se han otorgado formalmente.  En cuanto a las becas de estudios comprometidas, estas ya fueron otorgadas satisfactoriamente. 

VIII.
EN RELACIÓN AL DEBER DE LAS PARTES DE INFORMAR

61. El Acuerdo celebrado ante la CIDH en su numeral 7, titulado “Informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos” estableció lo siguiente : “Sin perjuicio de lo anterior, las Partes acuerdan informar periódicamente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sobre el estado de cumplimiento de los compromisos asumidos en el presente Acuerdo Definitivo de Solución Amistosa. EI primer informe se remitirá al término del plazo de cuatro contado desde la fecha de suscripción del Acuerdo y los siguientes se remitirán semestralmente, hasta el íntegro y cabal cumplimiento de todos los puntos del Acuerdo”. 

62. Como se señaló, el 13 de octubre de 2003 se suscribió el  “ACUERDO DEFINITIVO DE SOLUCIÓN AMISTOSA ENTRE EL ESTADO DE CHILE Y LAS FAMILIAS MAPUCHE PEHUENCHE PETICIONARIAS DEL ALTO BÍO BÍO”, habiendo transcurrido desde entonces dos años sin que el Gobierno de Chile haya presentado informe alguno a la CIDH respecto del estado de avance en el cumplimiento de sus obligaciones.  La falta del Estado en informar clara y concisamente acerca de los puntos del Acuerdo, a la vez que demuestra su falta de interés en honrar sus obligaciones, agrava el incumplimiento del Acuerdo. 

IX.
PETITORIO

63. Por todo lo expuesto, solicitamos respetuosamente a la Comisión se dirija al Gobierno de Chile solicitándole que de cumplimiento íntegro a todos y cada uno de los puntos del Acuerdo, y Rendir informe sobre el avance en el cumplimiento de las obligaciones asumidas ante la CIDH en el caso en referencia.

� Como se puede leer en el texto reproducido en el número 7) de este Informe, la norma que se pretendía reformar era el artículo primero de la Constitución, norma que forma parte central de aquellas disposiciones que definen y prescriben las Bases de la Institucionalidad, y que establecen los valores y principios del ordenamiento jurídico constitucional y de todo el orden jurídico en general. 


Uno de los graves defectos que tenía la propuesta del Gobierno era que la mención a los pueblos indígenas venía precedida por la prescripción de la nación como “una e indivisible”, poniendo al concepto de la Nación en el centro de las Bases de la Institucionalidad y asignándole a ella un carácter monolítico y homogéneo, con lo que se refuerza algo que está muy presente en las elites del poder y en los integrantes de órganos del Estado y que es parte de un mito muy asentado en nuestro país : que los chilenos conformamos un solo pueblo, que incluso, producto del mestizaje, dimos formación a una “raza chilena”. Ello contradice lo señalado por la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato que impulsó el mismo Presidente de la República, la que en su informe final de 2003 sostuvo al respecto:





“El proceso de conformación del Estado – Nación chileno, supuso un intento sistemático y deliberado por asimilar a los Pueblos Indígenas: fue el intento de las elites del siglo XIX por conformar una ciudadanía leal a la Nación. La Nación chilena no es el producto de una evolución natural espontánea, que inspira al desarrollo no deliberado de una comunidad. El desarrollo del Estado Nacional en Chile, en cambio, es resultado de un proceso guiado por un proyecto político que - en conformidad a los ideales republicanos - tuvo por objeto erigir una comunidad sobre la cual fundar el universalismo de la ciudadanía. La “ceguera frente a la diferencia” que subyace a ese tipo de universalismo, se tradujo en la negación de la identidad y de la existencia de los pueblos originarios como entidades sociohistóricas. 


Así como la Nación chilena se constituyó sobre la base del intento por asimilar – mediante la fuerza y la letra - a esos pueblos, el territorio nacional se estableció en aquellos espacios sobre los que el Estado no tenía control ni ejercía soberanía.”





La historia de desconocimiento de un Estado plurinacional o pluriétnico, por tanto, se repite con este intento de reforma constitucional que se origina del propio Ejecutivo.





Por otro lado, la propuesta de reforma constitucional en cuanto señala que “especialmente, la ley, garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional”, no constituye propiamente un reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas como obliga el Acuerdo. Lo que la indicación contenía propiamente era mandato al legislador a fin de garantizar unos derechos de los pueblos indígenas. Mandato que puede entenderse satisfecho con la Ley 19.253, que se encuentra vigente desde 1993, por lo que básicamente se ordenaba algo que ya hecho. 





Además, la indicación no garantizaba ni consagraba por sí misma ningún derecho, directamente. Tampoco constituía un reconocimiento explícito de los pueblos indígenas con descripciones normativas que pudieran ser útiles a la hora de interpretar la legislación indígena (preexistencia al Estado, relación con tierra o territorio, etc).  El deber para la ley es sólo de garantizar, de configurar una obligación pasiva de no obstaculizar a los pueblos indígenas en el ejercicio de su “derecho”. Pero no consagra un deber de apoyar o promover los derechos de los pueblos indígenas como está incorporado en el derecho internacional. Ordena sólo a la ley garantizar un derecho como equivalente a autorización o permisión de los comportamientos mencionados. 





� Y, más aun, la iniciativa presidencial implica un serio retroceso respecto de las propuestas anteriores que había presentado el Ejecutivo.


� En este sentido, es necesario recordar al Gobierno de Chile, que en conformidad al estándar internacional de derechos indígenas referente al deber de consulta, su cumplimiento implica lo siguiente: 1) la observancia por parte del Estado del deber positivo de hacer la consulta a las organizaciones representativas de los indígenas, 2) seguir para ello criterios de buena fe y adecuación al caso concreto, 3) hacer la consulta con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas legislativas o administrativas propuestas, y, asimismo, 4) hacer dichas consultas antes de tomar la decisión.


La misma CIDH en su  Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Ecuador (1997)  señaló al respecto:


“...el Estado tome las medidas necesarias para garantizar la participación significativa y efectiva de los representantes indígenas en los procesos de toma de decisiones acerca del desarrollo y otros temas que los afectan a ellos y a su supervivencia cultural. "Significativa" en este sentido necesariamente implica que los representantes indígenas tengan pleno acceso a la información que habrá de facilitar su participación”.  


� El fenómeno de la criminilización del movimiento mapuche también ha sido destacado en el Informe 2004 de Amnistía Internacional, así como en el Informe elaborado por Human Rights Watch y el Observatorio de Derechos de los pueblos Indígenas el 2004. (Human Rights Watch y Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas, Indebido Proceso. Los juicios antiterroristas, los tribunales militares y los Mapuche en el sur de Chile, 2004. disponible en www.hrw.org).


� “Examen de los informes presentados por los estados partes de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto. Observaciones finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Chile” E/C.12/1/Add.105, 1º de diciembre de 2004. 
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